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RESUMEN 
  
 Transcurrido cerca de medio siglo de férreo reglamentarismo en materia prostitucional 
en España,  a principios del siglo XX  comienza a abrirse paso con fuerza la  necesidad de 
adoptar una nueva política que tenga por objetivo la desaparición de la prostitución.  La campaña 
abolicionista desarrollada por Josephine Butler en Inglaterra en la segunda mitad del siglo XIX y 
su repercusión en otros países, el desarrollo del movimiento feminista, y las grietas y numerosas 
críticas que comienzan a vertirse en torno al sistema de férreo control de la prostitución,  darán 
como consecuencia la aprobación, en la Segunda República,  del Decreto de 28 de junio de 
1935  por el que se suprime el sistema reglamentarista imperante  en nuestro país desde 
mediados del siglo XIX, al tiempo que la prostitución pasa a considerarse como un medio  no 
lícito de vida.   La ley se inscribirá dentro del denominado “abolicionismo mixto” por algunos 
autores y sus efectos serán escasos como consecuencia  de la crisis económica,  las 
discrepancias entre los partidos progresistas, la ambivalencia de la ley, su tardanza en aprobarse 
y el comienzo de la Guerra Civil que trastocará profundamente el Estado de Derecho y la 
convivencia social.  Ahora bien,  las escasas repercusiones del Decreto, no deben ocultar la 
labor que, en materia prostitucional, desarrollará la II República antes de 1935. 
 
PALABRAS CLAVES 
 
II República,  prostitución,  reglamentarismo, abolicionismo. 

1 Este artículo se inscribe dentro del Proyecto de Investigación cofinanciado por la Universidad Rey Juan Carlos y la 
Comunidad de Madrid.  El proyecto ha estado dirigido por Doña Ana de Miguel y se ha centrado en un análisis sobre 
la prostitución desde diferentes ramas del conocimiento.   
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Al  comenzar el siglo XX, el sistema reglamentarista en España estaba vigente pero con 
síntomas claros de decadencia, la prostitucion clandestina  iba en aumento,  el reformismo 
sexual había hecho acto de presencia en nuestro país en los años veinte, los abolicionistas  
estaban ganando adeptos y,  a nivel internacional,  dos grandes asociaciones:  la Asociación 
Internacional para la Trata de Blancas y la Federación Abolicionista Internacional creada por 
Josephine Butler, llevaban algún tiempo organizando conferencias y congresos para instar a los 
gobiernos a adoptar medidas en torno a la prostitución y todo lo que ello llevaba aparejado de 
trata de blancas2, pornografía,  alcoholismo y consumo de estupefacientes3. 
 
Aparte de las feministas, se esgrimirán argumentos contra las casas de prostitución desde 
diversos sectores reformistas entre los que se encontrarán médicos, eugenistas, criminólogos,  
psiquiatras, moralistas,  partidos de izquierda, sindicalistas y anarquistas.  Por aquella época, la 
mayoría de los médicos de la Lucha Oficial Antinvenérea se declaraban, al menos en Madrid y 
en las grandes ciudades, abolicionistas (Castejón Bolea: 2001).  
 
Es en ese contexto de clara presión internacional y crisis del sistema reglamentarista, que  se 
empezarán a tomar medidas en relación con la  prostitución  que derivarán en la aprobación, en 
el verano de 1935, del decreto abolicionista que pondrá fin a la reglamentación del sistema 
prostitucional existente en España desde 1845. 
 
Una de esas medidas, será la creación en España  de  El Real Patronato para la Represión de la 
Trata de Blancas y la lucha antivenérea que funcionará desde 1902 a 19314.  Su puesta en 
marcha se llevará a cabo dentro del Ministerio de Justicia bajo la protección de la reina regente 
Mª Cristina y presidido por la infanta  Mª Isabel.  Estará compuesto de una Junta Directiva y una  
Comisión Ejecutiva masculina, estructurándose a nivel provincial y local en Delegaciones, cuya 
misión será  la de proveer información y recursos a las autoridades centrales  en su lucha contra   
la actividad prostitucional5. 
 

2 Multidud de publicaciones de la época denunciaron entonces el tráfico de mujeres entre Europa y América del Sur, 
el llamado “Camino de Buenos Aires”. Mártinez Olmedilla, Augusto (1902):  “La Trata de Blancas”, La España 
Moderna, XVI, núm. 192. Madrid;  López Bago,  Eduardo (1891): Carne Importada (Costumbres de Buenos Aires), 
novela médico-social, primera parte de la Trata de Blancas, Buenos Aires, Urbano Rivero “La Maravilla Literaria”, s.f. 
3 Gaceta de Madrid, 2 de junio de 1931, pág. 1123. 
4 Real Decreto de 11 de julio de 1902. 
5 A nivel central, el Patronato estuvo regido en sus  comienzos por una  Junta Directiva presidida por la infanta Mª  
Isabel, asistida de una vicepresidenta ocupada por la condesa de Siruela y compuesta por nueve vocales 
nombrados por el  Gobierno, todas mujeres, y por lo general,  aristócratas (duquesa del Almodóvar del Río, 
marquesa de Comillas, marquesa de Perinat, condesa de Romanones,  duquesa de Santo Mauro, etc).    También 
formaban parte de la  Junta,  señoras que presidieran o  dirigieran en Madrid asociaciones  en defensa de la mujer, 
la directora de la Escuela Normal Central de Maestras, el presidente y fiscal del Tribunal Supremo,  el obispo de 
Madrid-Alcalá, el gobernador civil de Madrid y dos escritores con conocimientos sobre el tema como: el conde de 
San Bernardo y Rafael Salillas.  Estaban además previstos como secretarios dos funcionarios elegidos por los 
Ministerios de Estado y de Justicia:  Manuel de Uriarte y Badía y Octavio Cuartero y Cifuentes.  En noviembre de 
1902, se formó además en el seno de la  Junta una Comisión Ejecutiva masculina, formada por el presidente y fiscal 
del Tribunal Supremo, el obispo de Madrid-Alcalá, el gobernador civil de Madrid, Francisco Javier Ullarte y Rafael 
Salillas.   
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El Patronato, se inscribirá en el marco de una legislación internacional  orientada a prevenir y 
reprimir el tráfico de mujeres.  La finalidad primera será la de ayudar a la represión de la  trata de 
blancas 6 e impedir ese tráfico inmoral (Guereña: 2003). 
 
Tal como rezará en un Decreto de 10 de febrero de 1903, el objetivo del Real Patronato quedaba 
descrito de la siguiente forma:  
 
“(...) El Patronato Real tiene personalidad suficiente para ejercer, dentro de los medios y los 
recursos legales necesarios, las funciones de vigilancia, reintegración y tutela, a fin de reprimir 
en sus diferentes manifestaciones la trata de mujeres, amparando, sobre todo, a las menores de 
edad de que deben de ser protegidas hasta contra sus mal aconsejadas determinaciones”7 

 
Sin embargo, pese a la buena voluntad del Patronato, integrado en su seno con personalidades 
del ámbito político y religioso,  la acción de la Institución no será muy eficaz, de ahí las continuas 
reorganizaciones para mejorar su actuación8. En la práctica, su actividad se centrará en auxiliar 
a las jóvenes abandonadas o “pervertidas” retirándolas del mundo de la prostitución, siendo, por 
tanto,  sólo algo más que las casas de acogida que existieron en España desde la época 
moderna. Contaba únicamente con un pequeño asilo en San Fernando del Jarama  y otro en El 
Pardo para  recoger a las mujeres auxiliadas. Para aquellas a las que no podía atender,  acudía 
a  instituciones religiosas dedicadas a dichos menesteres como era el caso de  las Adoratrices y 
las Oblatas con presencia en  diversas provincias españolas. 
 
A lo largo de su existencia, el Real Patronato recibirá abundantes críticas por parte de sectores 
progresistas.  No se estaba de acuerdo con los fines del mismo, tampoco con su composición y 
mucho menos con su funcionamiento interno y su vinculación con la monarquía. Su fracaso se 
deberá a toda una serie de factores entre los que destacarán su carácter moralista y católico y  la 
falta de preparación de las personas encargadas de hacer cumplir sus objetivos. Por otra parte, 
estará la nula formación profesional de los centros relacionados con él, amén del  mal 
tratamiento dado a las mujeres como si fueran presas y el abuso de su mano de obra. También 
será objeto de crítica su carácter burocrático y filantrópico.   Filantrópico,   por su composición, 
similar a una “junta de señoras”; burocrático, por la continua producción de memorias e informes 
a nivel nacional e internacional que ligaban su actuación más al plano teórico que práctico. No 
estará tampoco la Institución sobrada de recursos para atender a las mujeres rescatadas lo que 
le obligará a acudir a centros  religiosos con una filosofía anticuada a la hora de atender a las 
desvalidas9.  A todo lo dicho,  se añadirá además su fijación, fundamentalmente,  en los efectos 
de la prostitución  más  que en  la búsqueda de las causas que provocaban la existencia de tal 
actividad, lo que   limitará mucho su marco de actuación y  conllevará la no adopción de las 
medidas realmente necesarias para su erradicación. Por último, estará la gran dependencia del  

6 En 1921 se sustituirá el término “Trata de Blancas” por el de “Trata de mujeres y niños” en el  Convenio 
Internacional para la supresión de la Trata de Mujeres y Niños,  celebrado el 30 de septiembre de 1921. Se decide 
su sustitución por considerarse el primero  reductivo y racista. 
7 Decreto de 10 de febrero de 1903, en Disposiciones generales, doc. Núm.  13, Disposición 1ª. 
8 Se llevaron a cabo reorganizaciones en  1904,  1909 y 1910 para mejorar su actuación.  En el primer caso, se 
elevará el número de vocales a 32, 20 nombrados por el  Gobierno,  4 por parte de la Presidencia de la Junta entre 
responsables de asociaciones madrileñas en defensa de la mujer y  8 designadas en función de su cargo. La 
reforma de 1909 será de más calado, facultando al Patronato para denunciar ante los tribunales “los hechos de 
Trata de Blancas y corrupción de menores que llegaran a su conocimiento e intentaba facilitarle los medios.  En 
1910, se elevará el número de vocales a indefinido. 
9 Por otra parte,  la publicación del Patronato: el Boletín del Patronato Real para la Represión de la Trata de Blancas 
(1907-1929),  tendrá serias dificultades para su publicación, lo que venía a indicar los problemas económicos que le 
acompañaron. 
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Patronato de las autoridades provinciales y locales, ya que su buen funcionamiento dependía en 
gran medida del apoyo económico y moral que éstas le prestasen (Nicolás Lazo: 2007).  
 
Entre las  representantes del feminismo de izquierdas, Margarita Nelken, Clara Campoamor y 
Hildegart Rodríguez, se acusará al Real Patronato y al Consejo Superior de Protección de la 
Infancia de servir a una concepción conservadora y católica de la mujer, la familia y la infancia 
(Nicolás Lazo: 2007). Maragarita Nelken en concreto, criticará duramente al Patronato 
describiéndolo como una asociación benéfica a la que se debía gran parte de los problemas de 
la prostitución.  Denunciará su composición, formada por mujeres aristocráticas realmente no 
comprometidas con el asunto.  Calificará al Patronato de monstruoso por adoptar una postura 
ineficaz a la hora de luchar contra ella, sin ver en las prostitutas a mujeres faltas de cariño, de 
educación y de medios económicos.  Para esta feminista,  el problema de la prostitución no se 
arreglaría en tanto en cuanto  permaneciera el problema en manos de el Patronato y de las  
órdenes  religiosas (Nelken: 1919).  Según ella, las medidas más convenientes para hacer frente 
al problema pasaban por mejorar las condiciones laborales de las mujeres, autorizar la 
investigación de la paternidad, aplicar más estrictamente las leyes existentes sobre seducción y 
tráfico de menores,  ayudar más a las madres solteras, sacar a las prostitutas de la tutela del 
Real Patronato confiándolas a especialistas, y sustituir la reclusión forzosa en  conventos por 
estancias voluntarias en hogares donde las mujeres recibiesen una educación básica y 
adquiriesen los medios para ganarse la vida.  El problema más importante, a su entender, sería 
reeducar a la opinión pública y convencerla de que “la prostitución de un país, antes que para las 
mismas mujeres que la practican, es una vergüenza para todo el país, socialmente culpable y 
responsable” (Nelken: 1931). 
 
En resumen,  la acción del Patronato será muy controvertida y polémica y sus efectos prácticos 
más bien escasos (Scanlon: 1986). Ahora bien, tampoco conviene minusvalorar  su labor en ese 
camino que llevará  a la abolición de la prostitución reglamentada en la II República. Por una 
parte, servirá para dejar claro lo que no se debía de hacer, pero,  también llevará a cabo 
acciones positivas,  como las realizadas en relación con la Federación Abolicionista creada por 
Josephine Butler. En concreto, para el Congreso de Ginebra de 1908,  se redactará por el 
Patronato una pequeña memoria y, Julián Juderías, publicará una reseña del mismo en el 
Boletín de la Institución  que ampliará posteriormente en un artículo titulado: “sobre la 
reglamentación de la prostitución y la trata de blancas” (Guereña: 2003).  En este artículo, el 
autor pondrá de realce como la Federación Abolicionista venía a demostrar la íntima relación 
existente entre la reglamentación de la prostitución y la trata de blancas, y el contrasentido que 
resultaba de la existencia de la primera como institución, ya no tolerada, sino autorizada, y la 
represión de la segunda que era,  precisamente,  el hecho por virtud del cual se alimentaban las 
casas de mal vivir.  La conclusión era clara: ¿Qué es la trata de blancas sino el hecho por virtud 
del cual se reclutan las mujeres que ha menester el vicio reglamentado? ¿Y si esto es así,  por 
qué se la persigue?10 

 
Tampoco se le puede negar, la búsqueda de una cierta humanización del reglamentarismo a 
través de medidas como el establecimiento de la  “libertad completa” de las pupilas para 

10 “Memoria del  Secretario de la Junta Directiva, D. Julián Juderías, acerca del Congreso de la Federación 
Abolicionista“, Boletín del  Real Patronato  para la Represión de la Trata de Blancas, año II, núm. 17,  Madrid, 
noviembre-diciembre de 1908, págs. 161-172. Posteriormente intervendrá en un sentido abolicionista en el 
Congreso de Valencia  de la Asociación  Española para el Progreso de las Ciencias y ante la Sociedad Española de 
Higiene.  
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abandonar los prostíbulos, o la recomendación de que  se extremara la vigilancia en torno a las 
estaciones y a los puertos para evitar la “Trata de  Blancas”11.   
 
Por otra parte, el Real Patronato vendría a ser la respuesta a lo que estaba sucediendo a nivel 
internacional, donde se estaba luchando por  adoptar medias adecuadas para combatir el 
comercio con mujeres (Scanlon: 1986) .  El primer congreso para el tratamiento del tema se 
celebrará en  Londres en 1899 y,  en 1902, los delegados de 16 naciones  se reunirán en París 
para discutir sobre la legislación internacional, llegándose a un acuerdo que después se firmará 
en mayo de 1904 y se ratificará en enero de 1905.    En España, a tenor de dichos acuerdos se 
aprobará  la ley de mayo de 1904 que   modificará los artículos 456, 459 y 466 del Código Penal 
de 1870 para adecuarlos a las normas establecidas por la Federación12.   
 
El hecho será, que España lo tendrá cada vez más difícil para mantener un sistema 
reglamentarista cuando, a nivel internacional, estará en claro declive.  De hecho, en la 
Exposición de Motivos del Decreto abolicionista de 28 de junio de 1935,  se expresará lo 
siguiente: 

 
“Al acometer la honrosa empresa de dotar al país de una nueva organización 

antivenérea, el Gobierno se apresura a proclamar que desea incorporarse al movimiento 
abolicionista que impera desde hace años en los países más avanzados desde el punto de vista 
sanitario”13 

 
A nivel estatal, es también  de destacar,  la aprobación de las  “Bases para la Reorganización de 
la Profilaxis Pública de las Enfermedades Venero-Sifilíticas” adoptadas en mayo de 1930.  A 
partir de dicha fecha, la lucha antivenérea quedará planteada con completa independencia de los 
servicios de “higiene especial” de la prostitución creados por el reglamentarismo.  En efecto, el 
tratamiento de las enfermedades venéreas se pasará a realizar con  independencia de su origen.  
Sólo en caso de “negligencia, desidia, incultura, debilidad mental o mal intención manifiesta”, un 
médico podía proceder a un reconocimiento forzoso.  Otra novedad,  consistirá en la búsqueda 
de las fuentes de contagio, que podía realizarse por medio del cuerpo de enfermeras visitadoras 
o a través de los médicos especializados en  enfermedades venéreas14. 

11 Circulares de 5 de septiembre de 1902, 9 de septiembre y 30 de octubre de 1902  (vigilancia de las estaciones) y 
7 de octubre de 1902, 26 de febrero de 1903 y 8 de abril de 1903 (reglas para la emigración),  en Patronato Real 
para la Represión de la Trata de Blancas, Disposiciones generales docs. núms..3, 4, 8, 9 y 17.  
12 Con esta ley se establecerán penas para los que promovieren  y protegiesen la prostitución de menores y para 
aquellos que obligaran a prostituirse a mayores de edad en contra de su voluntad o  las obligasen a seguir en la  
prostitución por haber contraído deudas que tenían que pagar.  La persona bajo cuya potestad legal estuviera una 
menor dedicada a la prostitución incurriría en la pena de arresto mayor e inhabilitación para el ejercicio del cargo de 
tutela si no se hacían cargo de la menor o la ponían bajo la tutela de las autoridades. Las sanciones también eran 
aplicables para los delitos cometidos fuera de España. Otras leyes en relación con el asunto serán: la ley de 21 de 
diciembre de 1907 (art. 5), que intentará atajar el peligro de que los tratantes de blancas encubriesen sus 
actividades amparándose en la emigración mediante la siguiente disposición:  “Las mujeres solteras no podrán 
emigrar, cuando, por no ir acompañadas de sus padres, parientes o personas respetables, se sospeche 
fundadamente que pueden ser objeto del tráfico que el Código Penal castiga en sus artículos 456, 459 y 466;  Real 
Orden de  16 de marzo de 1909, que tratará de evitar la prostitución y la explotación de artistas y camareras que 
trabajaban en teatros y espectáculos públicos prohibiendo dichos empleos a las menores de dieciséis años, 
estipulando que los contratos de las menores de veintitrés años tenían que ser firmados por sus padres o por sus 
tutores legales y, prohibiendo que las prostitutas registradas trabajasen en esos lugares. Por último, el Real Decreto 
de 15 de abril de 1909 unificará  todas estas medidas y otras más,  y definirá los objetivos y facultades del Real 
Patronato para la Represión de la Trata de Blancas.  En este contexto de vorágine legislativa, el Congreso 
Internacional para la Represión de la Trata de Blancas se reunirá en Madrid en 1910.  
13 Decreto de 28 de junio de 1935, Gaceta de Madrid, 30 de junio de 1935. 
14 Real Orden de 27 de marzo de 1930, Gaceta de Madrid, 28 de marzo de 1930. 
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Sin embargo, no todo se reducirá al ámbito oficial en el camino hacia el abolicionismo 
comenzado el siglo XX.  En 1922, se creará la Sociedad Española del Abolicionismo, siendo su  
Presidente  Cesar Juarrós (1874-1942)15 y su secretario  el médico Jesús Hernández 
Sampelayo.  Dicha asociación, será partidaria de la supresión de la prostitución reglamentada y 
de la inclusión del delito sanitario en el código penal. 
 
Contribuirán a la fundación destacadas feministas como Pilar Oñate, Dolores García de la Vega, 
Clara Campoamor16 y Elisa Soriano; miembros de la Juventud Universitaria Feminista y de la  
Asociación Nacional de Mujeres Españolas. Su primer acto de propaganda se producirá el 26 de 
mayo de 1922 en  la Escuela de Veterinaria de Madrid donde intervendrán Clara Campoamor, 
Elisa Soriano (médico) y María Martínez Sierra.  Entre sus actos, también destacará el apoyo a 
la campaña llevada a cabo en la primavera de 1932 por feministas abolicionistas para instar al 
Gobierno republicano a  acelerar la abolición de la reglamentación en España ante la falta de 
contundencia por parte de éste (Nicolás Lazo: 2007). 
 
En otros ámbitos, es también de destacar el papel desempeñado por la Liga Española de 
Higiene Mental que,  en su 2ª reunión nacional celebrada en Bilbao en septiembre de 1928, se 
pronunciará en torno al tema de la prostitución, llamando la atención sobre la relación existente 
entre enfermedades venéreas y enfermedad mental (Guereña: 2003). Amplia difusión también 
abolicionista, a través de la Revista de  Pedagogía en la que se publicarán artículos como el de  
Fernando José de Larra titulado:  “La Educación de la mujer en España y el abolicionismo”17.   
 
Por último, un papel esencial contra el reglamentarismo y a favor del sistema abolicionista,  lo 
jugará el movimiento defensor del “reformismo sexual” (Nash: 1995)  que, en 1932, ya en plena 
República,   fundará la Liga Española para la Reforma Sexual, de la que será su primer 
Presidente  el Dr. Gregorio Marañón y, después,  Juan Noguera.  La Liga se dividirá en cinco 
secciones: eugenesia, feminismo y matrimonio, pedagogía sexual, prostitución y profilaxis 
venérea y legislación18.   
 
La finalidad de la Liga  será  contribuir a que la cuestión sexual no fuera un tema tabú por 
excelencia y dejar la cuestión sometida en todos sus términos al ámbito meramente científico 
pero,  al mismo tiempo,  tratado con toda publicidad.  
 
Entre los eugenistas, la prostitución  será un tema de gran preocupación,   y así se demostrará 
en el primer Congreso Nacional de Sanidad  que tendrá lugar en Madrid del 6 al 12 de mayo de 
1934. Entre los temas que se trataron,  destacará la lucha antivenérea, teniendo el Congreso un 
enfoque claramente abolicionista. 

15 César Juarrós era psiquiatra, Académico de la Real Academia de Medicina y escritor.  Formó parte del Cuerpo de 
Sanidad Militar y estuvo en África durante una etapa de su vida. Formará parte también del movimiento a favor del 
reformismo sexual.  Entre sus libros cabe destacarse: El amor en España: características masculinas (1927),  
Madrid,  donde resume las ideas básicas de cómo el hombre entendía el amor según su punto de vista: 1)  la  
infidelidad de la mujer es un deshonor; 2) La mujer es inferior al hombre; 3) cuantas más mujeres se hayan poseído 
más mérito varonil; 4) quien bien ama tiene celos y,  5) comprar el amor no es humillante, págs. 46 y 47.  
16 Clara Campoamor dimitirá de la asociación en 1923 por desavenencias con la  Junta  Directiva.  
17  El artículo responde a un discurso pronunciado por Fernando José Larra en un mitin de la Sociedad Española del 
Abolicionismo en el Teatro Reina Victoria de Madrid. Revista de Pedagogía, núm.30,  Madrid, junio de 1924, págs.1-
8. 
18   El movimiento eugenésico reformista español se incardinó en la tradición del eugenismo británico y alemán, 
promovido por la Organización Eugenésica Internacional más relevante: la Liga Mundial para la Reforma Sexual 
creada en  Copenhague en 1928.  Ligada al movimiento estuvo la revista sexus  dirigida por  Hildergart Rodríguez. 
Del Comité de Redacción formaron parte: Gregorio Marañón, Jiménez de Asúa y César Juarrós. 
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Entre los participantes, es de destacar la intervención de Julio Bejarano, ex Director-General de 
Sanidad y Director del Dispensario madrileño de Azúa.  En su ponencia,  abogará por el 
tratamiento obligatorio de los enfermos contagiosos, la implantación del delito de contagio 
venéreo y la supresión de la reglamentación de la prostitución.  Otro ponente, Ricardo Bertoloty, 
médico numerario de los Dispensarios Oficiales Antivenéros de Madrid y Vicepresidente de la 
Academia de Dermatología y Sifilografía, propondrá  organizar la lucha venérea sobre métodos 
científicos y medios solventes y programar una educación sexual para los jóvenes antes de que 
tuvieran la primera relación sexual (Nicolás Lazo: 2007). 
 
Es evidente que las cosas estaban cambiando y,  este ambiente ya de marcado tono 
abolicionista,  llegará a su máxima expresión con la II República.  
 
En 1931, los republicanos, valedores de una perspectiva modernizadora, no podrán dejar de 
asumir el rechazo a la prostitución y,  sobre todo,  a la prostitución reglamentada. La nueva moral 
que implícitamente quería instaurar el nuevo estado se fundará en el amor libre,  en donde cada 
ser era independiente y dueño para entregar a otro su cuerpo en las condiciones libremente 
pactadas y consentidas por ambos, lo cual para sus defensores no implicaba degeneración de 
las costumbres sino todo lo contrario. El objetivo final era generalizar y extender una misma 
moralidad para varones y mujeres tanto en la teoría como en la práctica, unas nuevas 
costumbres que venían propiciadas e impulsadas por la igualdad que las mujeres iban 
consiguiendo en los diversos ámbitos de la vida social.   Los republicanos progresistas 
propugnarán, por tanto,  la necesidad de la  desaparición de la actividad  prostitucional porque 
ello implicaba la degradación de la mujer, al poner su cuerpo en venta. Creían que para 
conseguir el fin de la prostitución,  el primer paso era abolir su reglamentación oficial. 
 
Ante este convencimiento, los preparativos del Decreto de junio del 1935 se situarán  ya al 
principio de la República, cuando, además,  los datos apuntaban a un aumento de la prostitución 
notable desde el verano de 1931.  Si el Censo de  1930 catalogaba a  9.150 mujeres bajo el 
epígrafe: mendigos, vagabundos y prostitutas, en 1933, Lafora estimaba en más de 40000 las 
prostitutas en Madrid y  Barcelona (Lafora: 1933), y según María Recasens, en 1931 había unas 
70000 prostitutas sólo en Barcelona  (Nash: 1981)19 
 
Los datos no podían ser más convincentes y había que actuar de forma diligente, por lo que las 
primeras medidas sobre la materia,  empezarán ya a detectarse en los primeros años de acción 
del gobierno republicano.   
 
En este contexto, en el cual seguía vigente el sistema reglamentarista20, y como consecuencia, 
se continuaba empadronando a las prositutas  en un registro especial,  en las fichas de 
empadronamiento se empezarán a detectar cambios evidentes hacia un trato más humano y 
condescendiente con la prostituta.  En este sentido, en La Línea (Cádiz) se especificará lo 
siguiente ante el registro de una solicitante: 

  

19 Las causas apuntadas para el aumento de la prostitución serán varias: la crisis económica de los 30,  la 
disminución de los empleos  femeninos,  los bajos salarios y la falta de subsidio  de desempleo de las trabajadoras. 
20 El sistema reglamentarista estará en vigor hasta la aprobación del Decreto Abolicionista de 28 de junio de 1935, si 
bien, el gobierno republicano,  no dedicará muchos esfuerzos  en hacer cumplir los reglamentos sobre la 
prostitución, dejando que su aplicación se hiciera de forma bastante laxa según se explicitará en la Exposición de 
Motivos del  Decreto de 28 de junio de 1935. Aún así, en el Código Penal reformado en 1932, se  seguirán 
imponiendo multas a los que infringieran las disposiciones sanitarias de policía sobre prostitución. 
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“En la Ciudad de la Línea a... de mil novecientos, se presentó voluntariamente en esta Sección la 
que dijo llamarse.. natural de.. provincia de... hija de... y de ... cuyas señas personales al margen 
se expresan, manifestando vehementemente deseos de ser inscrita en los registros generales de 
la prostitución, de cuyo inmoral tráfico subsiste; y como quiera que han sido inútiles cuantas 
advertencias y consejos se le han dado, con el fin de que abandondonando la peligrosa y 
reprobada vida que lleva y se dedique a un trabajo honroso, se procede a su inscripción, porque 
además manifiesta ser mayor de edad. Sometida a reconocimiento sanitario, resultó..., según 
certificado que se presenta” (Guereña: 2003). 

 
A este trato más benevolente, se sumará  la aprobación del   Decreto de  abril 1932, el cual 
suprimirá cualquier impuesto sobre la actividad prostitucional y la financiación con ésta de los 
servicios antivenéreos21. 
 
Con fecha todavía anterior,  el gobierno provisional ya había actuado promulgando normas como 
el Decreto de junio de 1931 que suprimirá el Real Patronato para la Represión de la Trata de 
Blancas que se consideraba asociado al Antiguo Régimen, con preponderancia de elementos 
aristocráticos y demasiado ligado a la Casa Real. El  fin será crear un nuevo organismo más 
operativo22. En primer lugar,  nombrará una Comisión Provisional Central que debía estudiar y 
proponer disposiciones para reprimir la trata de mujeres y amparar a la mujer. Compondrán la 
Comisión Provisional Central, un grupo de personas en razón de su cargo —los Directores 
Generales de Sanidad, Seguridad, Prisiones y el Inspector General de Emigración— y 
representantes femeninos de distintos sectores como María Martínez Sierra y Matilde Huici como 
representantes de la clase liberal, Regina García y Victoriana Herrero como representantes de la 
clase obrera, y Clara Campoamor por la Asocicación Universitaria Femenina. Esta abogada será 
nombrada delegada de España en la Sociedad de Naciones durante las reuniones que la 
Comisión de la SN, ocupada de la trata de blancas y niños, celebrará en Ginebra durante el 
verano de 1931. Clara Campoamor destacará allí que la nueva legislación republicana en torno a 
la prostitución iba encaminada a solucionar el problema desde una perspectiva amplia y de 
forma gradual. Unos meses después, el decreto de 11 de septiembre de 1931 creará el 
Patronato de Protección a la Mujer con las siguientes atribuciones: adoptar medidas protectoras 
para las mujeres que se desenvolvieran en medios nocivos o peligrosos;  investigar y denunciar 
hechos delictivos en relación con la Trata de Blancas y publicaciones pornográficas; vigilar y 
tutelar a las menores que le encargasen autoridades o particulares, y velar por los acuerdos 
ratificados por España23. Las funciones serían desempeñadas por un Consejo Superior 
compuesto por el ministro de Justicia, varios directores generales, el fiscal de la República... y 
diez vocales entre los que debía tratarse que hubiera equilibrio entre los sexos. Atendiendo a 
este requisito, serán nombradas como vocales las mujeres que componían la suprimida 
Comisión Provisional Central, Ascensión Madariaga Rojo y Victoria Kent. 
 
El Patronato de Protección a la Mujer, sin embargo,  no conseguirá alcanzar las metas que se 
había propuesto. Una de sus vocales, María Martínez Sierra, aducirá que el presupuesto era 
muy escaso y apenas se podía hacer nada (Núñez , Mª Gloria:1998), lo que posiblemente 
explique su disolución por Decreto de 25 junio de 1935,  pasando sus funciones al Consejo 
Superior de Protección de Menores24 
 

21 Gaceta de Madrid, 9 de abril de 1932 
22   Gaceta de Madrid 2 de junio de 1931 
23   Gaceta de Madrid de 12 de septiembre de 1931. 
24  Gaceta de Madrid de 28 de junio de 1931. En Cataluña, en virtud de su autonomía se creará también un  
Patronat Catalá de Proteccio a la Dona en 1934 
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En este camino hacia el abolicionismo,  otro hecho a destacar,  será el debate que tendrá lugar 
en enero de 1932 en el seno de las Cortes  republicanas sobre la abolición de la prostitución 
donde,  varios  diputados,  intervendrán para forzar al Gobierno a que se comprometiera a abolir 
la  reglamentación de la prostitución con la máxima celeridad (Nicolás Lazo: 2007; Scanlon: 
1986).  Las intervenciones más destacadas se llevarán a cabo por parte de  Rico Avelló, César 
Juarrós, Clara Campoamor  y  Sánchez Covisa25.   
 
En el debate parlamentario se esgrimirán varios argumentos feministas y se vinculará la 
necesidad de la abolición de la reglamentación con los derechos de las mujeres.  El 
reglamentarismo atentaba contra la dignidad humana y, en este sentido,  se manifestará el 
diputado Rico Avelló: 
 
“.. hecho mostruosamente cierto de que este Parlamento, que ha otorgado a la mujer la plenitud 
de sus derechos políticos muy recientemente y acaso muy prematuramente, no se ha cuidado 
hasta el presente de suprimir esa institución nauseabunda que es la prostitución reglamentada26.  
 
Este diputado pondrá de manifiesto que la reglamentación impedía que las mujeres pudieran 
dedicarse a otras profesiones, ya que la prostitución les marcaba para toda la vida.  Eso, no era 
justo ni legítimo en un Estado que se declaraba igualitario para mujeres y hombres27.  
 
Por su parte, el Diputado César Juarrós,  se opondrá a la reglamentación por varios motivos.  El 
primero de ellos era que el sistema era discriminatorio para las mujeres, principal argumento del 
feminismo abolicionista.  La Ley tan sólo acosaba y perseguía a las mujeres, mientras que 
dejaba a los hombres libres de toda responsabilidad.  Además, como segundo argumento, 
afirmaba que la reglamentación afectaba principalmente a aquellas mujeres sin recursos 
económicos que no habían podido o no habían sabido mejorar su situación.  En cambio, como ya 
había apuntado el Diputado Rico Avelló, la abolición de la reglamentación otorgaría a las mujeres 
el derecho a optar por otra profesión si deseaba dejar la actividad, así como elegir hacerse una 
revisión sanitaria, algo mucho más eficiente para la lucha antivenérea que la inspección 
obligatoria periódica: 
 
”El problema es, como veis,  serio y trascendental: miles de mujeres sufren una ley de 
excepción; miles de mujeres son explotadas por las amas de casa y por los que acuden a esas 
casas; miles de mujeres son trasladadas como ganado en vagones de una ciudad a otra durante 
las ferias, para calmar la rijosidad de los que acuden a ellas”28  
 
Otros argumentos contra la reglamentación de la prostitución que utilizará Juarrós en su 
intervención, serán el de la corrupción de los médicos y los policías poco escrupulosos que 
obtenían pluses de ganancias con la prostitución y el argumento médico.  Este último acabará 
centrando la cuestión sobre la abolición de la reglamentación que no mejoraba en absoluto el 
contagio venéreo. Por este motivo, al mismo tiempo que reivindicará la abolición de la 
reglamentación, solicitará una serie de medidas dirigidas  a luchar contra las enfermedades 
venéreas.  Era urgente crear una legislación general sanitaria, ya  en proyecto, para esta 
cuestión, cuyas medidas proveyesen el tratamiento gratuito a toda la población sin preguntar a 

25 Diario de Sesiones de las Cortes Republicanas, 12, 15 y 26 de enero de 1932. La abolición de la reglamentación 
se planteará en las Cortes como una cuestión de humanidad y de modernidad.  Los países desarrollados y la Nueva 
Sociedad de Naciones optaban claramente por el sistema abolicionista;  la España  republicana no podía ser menos.   
26 Diario de Sesiones de las Cortes Republicanas, 12 de enero de 1932, pág. 3105. 
27 Diario de Sesiones.... 12 de enero de 1932, pág. 3105. 
28 Diario de Sesiones..., 15 de enero de 1932, pág.  3215. 
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nadie ni quién era ni de dónde venía.  El delito de contagio venéreo también sería una buena 
herramienta en la lucha antivenérea y no sería discriminatoria, según su opinión, ya que se 
castigaría a los hombres y a mujeres por igual. En este sentido se pronunciará con las siguientes 
palabras: 
 
“Este delito supone que toda persona que contagie a otra debe pagar los gastos de la curación 
de esa enfermedad y la indemnización correspondiente.  Sea  prostituta o no”29.   
 
Respecto al aspecto médico, también se pronunciará al respecto  el Doctor y diputado Sánchez 
Cosiva, quien considerará que la salud del pueblo español, sumamente deficiente, debería ser 
una prioridad de la República.  Dentro de esa salud tan precaria, las enfermedades venéreas, 
principalmente la sífilis, eran una de las principales causas que provocaban la despoblación de 
las naciones.  Por ello era necesario que el Gobierno favoreciese una instrucción médica 
adecuada para diagnosticar y tratar estas enfermedades y dispusiese de recursos materiales 
suficientes.  Solicitará destinar partidas presupuestarias convenientes para organizar la lucha 
antinvenérea de manera más adecuada, y especialmente cuando se aboliese la reglamentación 
o se suspendiese el cobro de impuestos, ya que con ello descenderían los ingresos que 
percibiera el Estado para hacer frente a los gastos de profilaxis30. 
 
También se pedirá, en la lógica de la reforma sexual, una educación sexual que transmitiera al 
“pueblo este nuevo sentido educacional, alegre, optimista y sano de la sexualidad”, ya que “el 
problema de la sexualidad aparece de una manera brutal y tajante como causa determinante de 
aspectos múltiples de todos los órdenes de la vida31. 
 
A estas intervenciones, Jiménez de Asúa contestará que estaba en tramite una nueva Ley de 
Sanidad a cuya elaboración  él mismo estaba contribuyendo. 
 
En efecto,   la reforma que se estaba solicitando en las Cortes estaba siendo tratada por 
Marcelino Pascual  al frente de la Dirección General de Sanidad entre 1931-1933, el cual 
intentará llevar a cabo una profunda reforma sanitaria incluyendo la lucha antivenérea. 
 
En el verano de 1931, a propuesta de la  Dirección General de Sanidad, se creará una Comisión 
que se pondrá a elaborar un  primer proyecto ley para la lucha contra las enfermedades 
venéreas con un contenido claramente abolicionista que llegará a ser aprobado por dicha 
Dirección32. 
 
La Comisión encargada de elaborar dicho proyecto,  estará integrada por destacados médicos 
especialistas en enfermedades venéreas, formando parte también de la misma Jiménez de 
Asúa.  Entre los puntos básicos del proyecto destacarán:  1) imposición de un criterio 
abolicionista puro; 2) necesidad de que el Estado, con sus propios recursos, sostuviera todos los 
medios precisos para la lucha antivenérea y, 3) consignación expresa del tratamiento obligatorio 
de dichas enfermedades33. 

29 Diario de Sesiones...,  15 de enero de 1932, pág.  3215. 
30 Diario de Sesiones ...,  26 de enero de 1932, pág. 3404. 
31 Diario de Sesiones...,  15 de enero de 1932, pág.  3215.   
32 Ministerio de la Gobernación,  La Sanidad en la Republica.  Dos años de gestión, Madrid, Imp. Gráfica  Universal, 
1933, págs. 65-70. 
33 La reglamentación quedaría pues derogada (art. 1) y la prostitución no sería aceptada como medio lícito de vida 
(art.2).  En caso de enfermedad venérea,  el tratamiento sería obligatorio (art.3), así como el reconocimiento médico 
antes de contraer matrimonio en caso de antecedentes (art. 4 bis). Se imponían también sanciones penales para el 
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El proyecto, sin embargo,  no verá la luz,  según Guereña,   por la gran cantidad de problemas 
que tenía que afrontar la República y  por propia voluntad de Jiménez de Asúa, amén de que en 
1933 se pondrá fin al bienio reformista, dándose paso al bienio derechista.  El hecho será,  que 
el proyecto no llegará ni siquiera a discutirse en las Cortes (Guereña: 2003; Lidón: 1982). 
 
Todo lo apuntado viene a demostrar  que,  la supresión de la reglamentación en materia 
prostitucional no estaba siendo nada fácil, teniéndose  que esperar al  28 de junio de 1935 para 
la aprobación de un Decreto que pusiera fin a la prostitución reglamentada.  Dicho Decreto,  
constará de un preámbulo y 19 artículos, se tramitará con carácter de urgencia y vendrá firmado 
por el Ministro de Trabajo, Sanidad y Asistencia Social  Federico Salmón Amorín, miembro de la 
CEDA (Nicolás Lazo: 2007)34. 
Inspirado por el doctor Bermejillo, en  el Preámbulo de la ley  se especificará que las bases 
fundamentales de la lucha antivenérea serían:  la igualdad del hombre y de la mujer ante las 
leyes35, la profilaxis por la terapéutica y la cultura sanitaria del pueblo: 

 
“porque la reglamentación del vicio comercializado repugna al espíritu, conciencia e ideales de 
médicos, sociólogos y legisladores, que consideran como las bases fundamentales de lucha 
antivenérea la igualdad del hombre y la mujer ante las leyes, la profilaxis por la terapéutica y la 
cultura sanitaria del pueblo”36.  

 
 También se precisará el deseo del Gobierno de  incorporarse al movimiento abolicionista que 
imperaba desde hacía años en los países más avanzados desde un punto de vista sanitario37.  
Con el  decreto,  quedaba pues suprimida toda forma de reglamentación de la prostitución: “el 
ejercicio de la cual no se reconoce en España a partir de este decreto como medio lícito de vida” 
(art.1). Por otra parte, se prohibirá “toda clase de publicidad que de manera más o menos 
encubierta tienda a favorecer el comercio sexual” (art. 13)38. 
 
Ahora bien, junto a esas declaraciones en la línea del  abolicionismo,   el Decreto introducirá 
preceptos que recordarán mucho al  sistema reglamentarista.  Según rezará en  la norma, 
cualquier persona enferma de las dolencias venéreas (enumeradas en el artículo 2), quedaban 
“obligadas a someterse periódicamente (...) a vigilancia y tratamiento pertinentes” (art.3), 
comprometiéndose el Estado a facilitar gratuitamente mediante dispensarios y hospitales 
públicos el tratamiento adecuado para los enfermos (art. 5). Al mismo tiempo,  existía una 
obligación de denuncia por parte de los médicos si algún paciente no seguía el tratamiento 
adecuado de manera continuada y su situación generaba una “evidente peligrosidad social” (art. 
9).  En este caso, y aquí residirá el aspecto más controvertido de esta ley,  las autoridades 
podían ordenar el  tratamiento obligatorio y la hospitalización forzosa de las personas 
contagiadas (art. 10).  Además, en algunos casos, las autoridades sanitarias podían “decretar la 

mantenimiento de casa de lenocinio, proxenitismo y rufianismo, contagio venéreo doloso y culposo, incumplimiento 
doloso y culposo del tratamiento médico y contagio venéreo por vía lactante entre niños/as y nodrizas.  
34 En  Inglaterra la abolición de la reglamentación se produrirá en 1886, si bien ya se había suspendido en 1883. En 
Italia no se abolió totalmente hasta 1958 con la Ley Merlín, en 1888, 1891 y 1905 se promulgaron normas 
intermedias que derogaban las medidas de control sobre las prostitutas pero no sobre los burdeles. En Francia, será 
en 1946 cuando se implante el abolicionismo.  
35 El  abolicionismo se declaraba en beneficio de la igualdad entre hombres y mujeres y establecía el tratamiento 
igual para ambos sexos en la lucha contra las enfermedades venéreas.  Es decir, la nueva reglamentación sobre 
estas enfermedades iba dirigida a todas las personas, ya fuesen hombres o mujeres. 
36 Decreto de 28 de junio de 1935, Gaceta de Madrid de 30 junio de 1935. Exposición de Motivos, págs. 2556-2557 
37  Ibíd.,    pág.. 2556. 
38   Ibíd.,   págs. 2557 –2558. 
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vigilancia médica periódica de aquellas personas que por su conducta resulten sospechosas, 
como posibles focos de transmisión venérea “ (art. 11)39. Esta última prerrogativa recordaba, 
evidentemente, al reglamentarismo.  
 
Ante esta dualidad, como no podía ser de otro modo,  las críticas no se harán esperar y  
feministas (Lidón: 1982), comunistas y socialistas  manifestarán su desacuerdo con la norma  
(Nash: 1983). En concreto, la prensa socialista,  criticará el  decreto abolicionista porque 
consideraban era una mezcla de abolicionismo y reglamentarismo,  ya que  facultaba a las 
autoridades sanitarias a vigilar a las personas sospechosas de ser focos de trasmisión venérea, 
al tiempo que no se había llevado a cabo ninguna medida práctica para suprimir realmente la 
prostitución (Núñez, Mº Gloria: 1998).  A título individual,   Jiménez de Asúa se expresará del 
siguiente modo: 
 

“Perdonemos la pésima sintaxis:  pero lo que no se puede disculpar es que al amparo de 
este precepto (art. 11), se reglamente la prostitución, que se declara libre de reglamento y, lo que 
es peor, se forje  un medio de explotación de la prostituta, no por rufianes profesionales, sino por 
los que ostentan otro oficio (Guereña: 2003; Lidón (1982)). 

 
Las críticas serán tan contundentes, que el gobierno se verá obligado a emitir una Orden de 11 
de julio de 1935 que intentará atemperar lo estipulado, estableciéndose unos requisitos 
procedimentales que pretenderán otorgar garantías a las revisiones obligatorias de las personas 
consideradas focos de transmisión.  Por si acaso, en la misma norma se derogarán 
expresamente las viejas inscripciones de prostitutas y sus reconocimientos médicos:  
 
“Ninguna persona, a partir de la fecha, y sea cual sea su sexo o condición, estará obligada en 
todo el territorio español a llevar documento ni certificado alguno relativo a su estado de salud, 
por lo que respecta a las enfermedades venéreas” (Guereña: 2003).  

 
A renglón seguido, en octubre de ese mismo año, saldrá una Orden   aclaratoria del decreto en 
la que se  precisará que no se pretendía instaurar entonces en España un abolicionismo rígido y 
total (como algunos lo pensaban), sino que la finalidad del decreto era mucho más modesta, 
reduciéndose tan sólo a constituir un régimen transitorio, mientras se preparaba una nueva ley 
de sanidad que de hecho nunca verá la luz (Guereña: 2003). 
 
A tenor de todo lo apuntado, la lucha antivenérea será el objetivo prioritario de este decreto 
republicano que establecía reglas técnicas, sanitarias y médicas para el tratamiento de las 
enfermedades venéreas.  La vinculación entre prostitución, por mucho que la norma declarase el 
sistema abolicionista, y enfermedades venéreas seguía dándose con toda la fuerza.  La 
reglamentación había sido concebida de manera expresa para controlar las enfermedades 
venéreas de la población (Nicolás Lazo: 2007).  El abolicionismo debía de tener la misma misión 
de protección de la ciudadanía  porque:  “el abolicionismo no representa anarquía sanitaria, sino 
una forma distinta de reglamentarismo”40 
 
En la búsqueda de conciliación de la profilaxis de enfermedades venéreas y la supresión de la 
reglamentación de  la prostitución en un contexto como el español, se acabó configurando lo que 
ha sido llamado un “abolicionismo no puro” o “mixto” (Guereña: 2003; Lidon: 1982) según 
confesó el propio legislador: 
 

39   Ibíd.,   págs 2.557-2558. 
40 Gaceta de Madrid, 30 de junio de 1935, pág. 2557. 
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“sería no sólo aventurado, sino peligroso, poner en vigor disposiciones de tipo abolicionista que 
no tuviesen en cuenta la realidad española”41 
 
Por ello, pese a derogarse los reglamentos de prostitución y la normativa estatal 
homogeneizadora (Bases para la Reglamentación de la Profilaxis Pública de las Enfermedades 
Venéreo-Sifilíticas de 1918), el Estado iba a seguir interviniendo en los ciudadanos con medidas 
controladoras como las que se aplicaban en otros países abolicionistas: 
 
“... la notificación obligatoria de la enfermedad, la investigación de las fuentes de contagio, 
reconocimiento médico periódico cuando las circunstancias lo requieren y hasta hospitalización 
forzosa si el caso lo exige”42 . 
 
El objetivo de la  normativa era evitar que cualquier enfermo venéreo rehuyese la asistencia 
médica competente y no curase su enfermedad con el consecuente contagio de más personas. 
En la ley también se hará alusión a su carácter humano, a su no excesiva rigidez, a la 
imposibilidad de hacer una norma que sirviese por igual al campo y la ciudad, a la no 
introducción del delito de contagio por contraproducente e ineficaz, y a la necesidad de  instruir al 
enfermo venéreo para no rehuir la asistencia profesional y evitar así su apelación a personas no 
expertas en la materia43.  
 
Evidentemente, como ya se ha apuntado,  el Decreto del 28 de junio de 1935 no  responderá a 
un sistema abolicionista puro, es más, compartirá elementos de los tres sistemas tradicionales 
reconocidos a la hora de hacer frente a la prostitución: el prohibicionismo, el reglamentarismo y 
el abolicionismo.  
 
En esta línea de argumentación,  se detecta un carácter prohibicionista  en su  reconocimiento 
de la prostitución como un medio  no lícito de vida (art. 1), declaración que no cabría hacerse 
dentro del modelo abolicionista, el cual no entiende la prostitución en sí como algo ilegal aunque 
anhele su desaparición; sólo la explotación, el proxenitismo, etc., cabrían ser perseguidos por la 
justicia.   Por otro lado, se infiere una vocación reglamentarista en su afán de ordenar el  
tratamiento obligatorio y la hospitalización forzosa de las personas enfermas (art. 10) y en 
decretar la vigilancia médica periódica de aquellas personas que por su conducta resultasen 
sospechosas como posibles focos de transmisión venérea  (art. 11)44. Y, ¿qué personas podían 
resultar más sospechosas?, no cabe duda que las prostitutas,   las cuales podían nuevamente 
verse hostigadas por el sistema según se deducirá de la letra de la  nueva normativa. Por último, 
si cabría dentro del imaginario abolicionista: 1) su declaración taxativa de poner fin a la 
reglamentación y su deseo de incorporarse al movimiento abolicionista, aunque después se 
contradiga en algunos de sus preceptos (art. 1); 2) la igualdad del hombre y la mujer en la lucha 
antivenérea, cuando el reglamentarismo ponía únicamente el acento en el sexo femenino 
(Exposición de Motivos); 3)  la prohibición de todo tipo de publicidad que de manera más o 
menos encubierta tendiera a favorecer el comercio sexual” (art. 13)45; 4) la asistencia gratuita 
para las personas sin recursos (art. 5) y,  5) la utilización de un lenguaje en la norma que habla 
de humanidad y de  instruir al enfermo sobre su enfermedad para someterse libremente a la 
profilaxis necesaria para su curación (art. 12). 
 

41 Gaceta de Madrid, 30 de junio de 1935, Exposición de Motivos,  pág. 2557. 
42  Ibíd., pág. 2557. 
43  Ibíd., pág. 2557. 
44  Ibíd., págs. 2.557-2558. 
45  Ibíd.,  págs. 2557 –2558. 
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Con referencia al carácter humano de la norma, en la Exposición de Motivos se harán reiteradas 
alusiones en dicho sentido: 
 
“La  Ley debe de ser justa, pero no conviene que sea impopular; respetable pero no temible; y 
para ello no hay como hacerla humana, que tenga en cuenta  la psicología del enfermo venéreo, 
que no es la misma en todos los países, ni en todos los lugares y circunstancias; que se haga 
cargo de prejuicios sociales más difíciles de combatir que el propio mal, y a pesar de los cuales, 
pero mejor contando con los cuales, se pueda llegar a un feliz resultado... .  Pero la razón más 
poderosa para dar sentido humano a la Ley antivenérea es la necesidad absoluta de que el 
enfermo venéreo rehuya la asistencia médica competente y se eche en manos de charlatanes... .     
Mediante el presente Decreto, del que, al afirmar que huyendo de lirismos irrealizables, está 
inspirado en un criterio de humanidad y atento a la realidad práctica de los españoles”46. 
 
En conclusión, una Ley que incluye elementos del abolicionismo pero que teme dejar sin 
vigilancia todo lo relacionado con las enfermedades venéreas en un contexto, como ya se ha 
citado anteriormente,  de aumento de la prostitución clandestina.  Este posicionamiento, le 
llevará ineludiblemente a mantener esa parte del reglamentarismo de control, se puede decir 
exhaustivo,  del enfermo venéreo.  Ahora bien, según se deduce de la norma, el acercamiento al 
afectado debía realizarse en un tono más humano, más comprensivo, más confidencial y más 
asequible,  con un objetivo claro:  intentar que  el  enfermo se sometiera a su tratamiento de 
forma voluntaria,  de ahí  que la Ley obligue al médico a actuar con  discreción y a instruir a los 
pacientes sobre su enfermedad y la terapéutica de la misma (art. 12).  
 
El paso hacia el abolicionismo, es cierto, que podría haber sido más contundente, pero no hay 
que despreciar los avances producidos en materia prostitucional durante la II República.  

   
A modo de resumen, en este período  se suavizará el sesgo misógino que había caracterizado a 
la reglamentación;  se eliminará la regulación de las casas de prostitución  sobre su correcta 
ubicación, sobre los requisitos para su conformación, sobre los deberes de las amas, sobre los 
impuestos a pagar, sobre la prohibición de las mujeres prostitutas de frecuentar espacios 
públicos,  amén de  prohibirse la inscripción forzosa en el registro de las prostitutas.  
 
 En materia sanitaria, aunque sea el aspecto más controvertido,  ya antes del  decreto del 
verano del 35, los servicios profilácticos se ofrecerán a la ciudadanía sin distinción de sexo.  Su 
personal será seglar y profesional de la medicina y las prácticas de los programas públicos 
eliminarán mayoritariamente el carácter de encierro de las antiguas reglamentaciones. Por otra 
parte, el espíritu social y asistencial de la República, también inspirará las políticas profilácticas.  
Los programas para luchar contra las enfermedades venéreas incluirán algunos servicios 
sociales para los enfermos venéreos y, el  Decreto del 35, incluirá el desarrollo de servicios de 
asistencia social en su articulo 8º cuyas funciones eran de control.  Les eran adjudicadas las 
competencias de recopilación de datos, de investigación de las fuentes de contagio, de estímulo 
discreto entre los pacientes de cumplimiento del  decreto, de descubrimiento de las infecciones 
ignoradas y de divulgación de las  instrucciones sanitarias antivenéreas47.Además, durante los 
primeros años de la República,   se ampliarán los servicios de profilaxis de las enfermedades 
venéreas que se habían configurado anteriormente, aumentándose substancialmente el 
presupuesto destinado a los mismos, así como los recursos materiales y humanos.  En 1932, se 
aumentará la provisión de plazas de la lucha antivenérea y se modificará el reglamento y el 

46 Decreto de 28 de junio..., Gaceta de Madrid de 30  de  junio de 1935, Exposición de Motivos. 
47 Decreto de 28 de junio..., Gaceta de Madrid de 30  de  junio de 1935 
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programa de oposiciones para el ingreso en la misma. Los tratamientos también mejorarán.  El 
descubrimiento de la penicilina, en los años 30 y 40, permitirá la efectiva y segura cura de la 
sífilis, la gonorrea y el chancro venéreo. Por otra parte,  los dispensarios republicanos fueron 
creciendo en número y, por lo tanto,  también lo hicieron los enfermos atendidos.   En 1931 había 
73 dispensarios de enfermedades venéreas y en 1934 había 116.    En tan sólo tres años casi se 
habían duplicado (Nicolás Lazo: 2007). 
 
En virtud de estas políticas sociales inspiradoras de la República, el Hospital de Lluita 
Antivenérea de Barcelona48, pondrá en marcha una escuela-taller. Este servicio, desarrollado por 
el propio personal sanitario, contaba con una escuela para aprender a leer y escribir, con un 
taller de labores manuales, con un programa de rehabilitación poniendo en contacto a la persona 
con su familia y con una bolsa de trabajo para cuando saliesen del hospital.  En 1936, había 
tenido ya doscientas usuarias, la casi totalidad de las cuales habían aprendido a leer y escribir.  
El Dr. Peyri admitía que la bolsa de trabajo no había llegado a dar buenos resultados, sin 
embrago, de todas las mujeres que asistieron a la escuela-taller tan sólo el 8% había vuelto a la 
prostitución (Nicolás Lazo: 2007 ).  
 
Además de lo apuntado, durante la República se desarrollarán también numerosos programas 
sanitarios de difusión de propaganda antivenérea y de educación sexual.  Serán numerosos los 
carteles de la época que  buscarán inculcar la responsabilidad a los hombres respecto del 
contagio y enfatizarán su  responsabilidad en el cuidado de la familia.  Se intentaba con ello 
concienciar a la población de las repercusiones sumamente negativas de las enfermedades 
venéreas a través de la propaganda.  Por ejemplo, en un cartel de la època, se culpaba a los 
padres de los males con que nacían algunos hijos e hijas, como ceguera, malformaciones en las 
extremidades, etc (Nicolás Lazo: 2007). 
 
Los carteles insistían en el autocontrol y la continencia masculinas, hecho que resquebrajaba el 
sistema de doble moral.  Este programa, también tenía el objetivo de hacer conocer los 
tratamientos antivenéreos que ofrecía el Estado y promover su utilización49. 
 
El último empuje a la mejora y a la sistematización de los servicios de la lucha antivenérea 
tendrá lugar con el Decreto abolicionista de 28 de junio de 1935.  Con él se prohibirá el 
intrusismo en el tratamiento sanitario de las enfermedades venéreas.  Tan sólo médicos, 
privados o públicos dispuestos por el Estado, serían los autorizados para curar científicamente a 
los enfermos de venéreo (art. 13). Asimismo, en varios artículos se describirá el organigrama de 
los dispensarios oficiales antivenéreos, que dependerían de la autoridad sanitaria provincial.  En 
cada provincia, habría un dispensario antivenéreo central, cuyo director sería el Jefe Provincial 
de la Lucha Antivenérea50 
 
Por último, conviene enfatizar que,  en lo relativo a la prostitución, es más lo que se hizo antes 
de la República (desde principios del siglo XX hasta 1931)  y, durante la República hasta 1935, 
que las consecuencias que se derivarán de la entrada en vigor del Decreto abolicionista de 1935 

48 El personal sanitario del hospital era consciente de que la mitad de las personas ingresadas eran analfabetas.  
Por eso el Dr. Peyri, en el convencimiento de que al Estado le correspondía poner fin a la prostitución y rehabilitar a 
la prostituta  y que el Patronat Catalá de Protecció a la Dona solo iba dirigido a menores, decidió fundar una 
escuela-taller anexa a la institución sanitaria. 
49 Un cartel del Ministerio de Instrucción Pública y Sanidad informaba a la ciudadanía de que la curación científica 
de enfermedades de la piel y venérea era gratuita en los dispensarios oficiales del Estado.  En la imagen aparecía 
un hombre entrando en un dispensario y una enfermera con un bebé.  No se identificaba en este caso enfermedad 
venérea con prostitución.   
50 Decreto de 28 de junio de 1935, Gaceta de Madrid de 30 de junio, ,  art. 15, pág. 2558. 
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que se aprobará muy tarde y a poco más de un año de dar comienzo la Guerra Civil española, la 
cual alterará profundamente el Estado de Derecho y el sistema prostitucional. 
 
 En realidad, lo que hará dicho decreto,  es dar mayor cobertura legal a comportamientos que ya 
estaban realizándose en la práctica, como así se inferirá de la letra de la  propia Ley: 

 
“Al acometer la honrosa empresa de dotar al país de una nueva organización antivenérea, el 
Gobierno se apresura a proclamar que desea incorporarse al movimiento abolicionista que 
impera desde hace años en los países más avanzados desde el punto de vista sanitario.  Que 
este deseo es auténtico, nada hay que pueda demostrarlo mejor que la tolerancia que sigue 
prestando a la realidad presente.  En efecto, España es en la actualidad oficialmente 
reglamentarista, pero, prácticamente abolicionista, pues su reglamentarismo se ejerce de un 
modo tan laxo que apenas merece el nombre de tal”51  

 
Efectivamente, antes de aprobarse el Decreto del 35, ya se había establecido la libertad de las 
prostitutas para abandonar los burdeles; se habían adoptado medidas para luchar contra la trata 
de blancas; se había reformado el Código Penal de 1870 en sus artículos 456, 459 y 466 para 
adecuarlo a las normas internacionales en la lucha contra el comercio ilegal de mujeres (mayo 
1904);  se habían establecido leyes para hacer de la emigración un acto libre (ciruclares de 7 
octubre de 1902; 26 de febrero de 1903 y 8 de abril de 1903); se había legislado para evitar la 
caída en la prostitución de artistas y camareras de espectáculos públicos; se habían aprobado 
las “Bases para la Reorganización de la Profilaxis Pública de las Enfermedades Venéreas” que 
dejaba la lucha antivenérea al margen de los servicios de “higiene especial”  propios del 
reglamentarismo (mayo 1930); se había levantado la mano en la obligación de la inscripción en 
el registro de las prostitutas que había comenzado ya a ser algo más voluntario; se había 
suprimido el Real Patronato para la Represión de la Trata de Blancas por un organismo más 
profesional (El Patronato de Protección de la Mujer);  se había aprobado el Decreto de abril de 
1932 que suprimía cualquier impuesto sobre la actividad prostitucional y la financiación con éste 
de los servicios antivenéreos; se había  aprobado la ley del divorcio que contemplaba el contagio 
venéreo como causa justificada para la disolución del matrimonio; se habían aumentado los 
centros de atención a las enfermedades venéreas y,  los hombres,  estaban empezando a 
compartir con las mujeres la responsabilidad en la adquisición y contagio de dichas patologías. 
 
Es evidente que se podría haber hecho más, pero no hay que despreciar lo  que se hizo. 
Derrotada la República en la Guerra Civil española, lamentablemente, el reglamentarismo se 
volverá a implantar en España por Decreto de 27 de marzo de 1941 que rezaba con las 
siguientes palabras: 

 
“El aumento de la morbilidad por enfermedades venéreas, ocasionado principalmente a causa de 
la relajación moral que se padeció en la zona roja y por falta de la debida atención al problema 
por las sedicentes autoridades de la misma,  obligan al Poder Público a adoptar determinadas 
medidas, para cuya ejecución es indispensable dejar sin efecto textos legales todavía 
subsistentes, cuya aplicación no han  tenido los resultados deseables”.   
 
En su virtud, previa deliberación del Consejo de Ministros, Dispongo: 

 
Artículo único. Se deroga el Decreto del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Previsión de veintiocho 
de junio de 1935, relativo a la reorganización de la Lucha Antivenérea. 

 

51 Decreto de 28 de  junio..., Gaceta de Madrid de 30 de junio de 1935, Exposición de Motivos, pág. 2555. 
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Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid a veintisiete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y uno”. Firmado: Francisco Franco  

         
Con la llegada de la Dictadura, la mujer experimentará un gran retroceso en las conquistas 
sociales y políticas conseguidas hasta ese momento. 
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